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RECURSO 52/2026 
RESOLUCIÓN 88/2026 
 
 
Resolución 88/2026, de 30 de abril, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 52/2026, 
interpuesto por Dornier, S.A. contra la adjudicación del contrato del 
“Servicio de control, vigilancia y gestión de la movilidad y 
estacionamiento de vehículos de la ciudad de Salamanca” 
(expediente 699/2024). 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- El 6 de febrero de 2026 el pleno del Ayuntamiento de 
Salamanca acuerda adjudicar a la mercantil Estacionamientos y Servicios, 
S.A.U. (en adelante, EYSA) el contrato para la prestación del servicio de 
control, vigilancia y gestión de la movilidad y estacionamiento de vehículos de 
la ciudad de Salamanca (expediente 699/2024). La resolución de adjudicación 
se publica en la Plataforma de Contratación del Sector Público (PLACSP) en la 
misma fecha.  

 
El contrato licitado se configura como un contrato mixto con dos 

prestaciones principales: el servicio de estacionamiento regulado (servicio de 
la ORA), que conlleva prestaciones directas a la ciudadanía (artículo 312 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público -LCSP-) y el 
servicio de grúa, aunque también incorpora suministros (de todos los elementos 
y materiales necesarios para la correcta señalización de las zonas objeto de 
regulación) y obras (construcción de un nuevo depósito de vehículos). Según 
la cláusula 2ª del pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP) “es 
un contrato mixto integrado tanto por una prestación de servicios a la 
ciudadanía –ya que se considera que el derecho de explotación del servicio de 
la ORA no supone para el contratista asunción del riesgo operacional 
correspondiente- como por un contrato de obras –para la construcción de un 
nuevo depósito de vehículos- como por un contrato de servicios –en sentido 
estricto lo sería el servicio de retirada de vehículos con la grúa municipal- 
siendo preponderante el valor económico del primero, lo que determinará el 
régimen jurídico del contrato, sin perjuicio de los efectos específicos y forma 
de extinción propios de los dos referidos contratos de servicios y obras, cuyo 
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régimen fuera incompatible o incoherente con el régimen general que 
determina la prestación principal”. 

 
El servicio de grúa es el único que supone un coste para el 

Ayuntamiento (cláusula 7ª del PCAP), retribuyéndose el servicio de 
estacionamiento regulado mediante los ingresos del servicio en los términos 
regulados en el PCAP. El pliego precisa que las tasas a satisfacer por los 
usuarios del servicio serán las establecidas en la Ordenanza Fiscal municipal 
correspondiente (cláusula 6ª del PCAP). 

 
Segundo.- El 27 de febrero de 2026 D. yyy, en representación de 

Dornier, S.A., interpone recurso especial en materia de contratación contra la 
adjudicación.  

 
Fundamenta su recurso, por un lado, en el incumplimiento de la cláusula 

3.9.1 del pliego de prescripciones técnicas (PPT), que establece las condiciones 
de los “Medios de pago: Expendedores”, alegando que la adjudicataria no ha 
aportado la propuesta de ubicación de los expendedores y que esta omisión 
no es subsanable puesto que se trata de documentación relativa a la oferta 
exigida por los pliegos y no aportada por la licitadora.  

 
Por otra parte, sostiene que el órgano de contratación no ha motivado 

la valoración de las ofertas en lo que respecta a los criterios de adjudicación 
que dependen de un juicio de valor, vulnerando el artículo 155 de la LCSP y 
los principios esenciales de la contratación pública, en particular los de 
transparencia e igualdad de trato y no discriminación entre licitadores. 
Considera que la arbitrariedad y la falta de motivación del informe de 
valoración de ofertas es una consecuencia de la falta de definición de los 
criterios de adjudicación sometidos a un juicio de valor contenidos en el PCAP, 
circunstancia que supone una vulneración de lo establecido en el artículo 145 
de la LCSP. También objeta que el órgano de contratación no ha respondido a 
las solicitudes de información adicional formuladas por la recurrente en el 
procedimiento de licitación, incumpliendo el artículo 138 de la LCSP, lo cual ha 
producido un efecto directo en la preparación de su oferta y su capacidad 
competitiva en la licitación.  

 
Por todo ello, concluye que la oferta de la adjudicataria debió ser 

excluida de la licitación y, en consecuencia, solicita que se anule la 
adjudicación acordada a su favor, con retroacción de las actuaciones para que 
se proceda a la exclusión de EYSA. Subsidiariamente, solicita que se declare 
la nulidad del procedimiento de licitación por los motivos expuestos. 
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Tercero.- Se ha recibido en este Tribunal el expediente y el informe 
del órgano de contratación de 5 de marzo de 2026, al que se adjunta informe 
técnico complementario de la misma fecha (emitido por el autor del informe 
de valoración técnica), en el que solicita la desestimación del recurso.  

 
Cuarto.- Conferido traslado del recurso a los interesados, la 

adjudicataria EYSA presenta alegaciones el 13 de marzo de 2026 en las que 
se opone al recurso y solicita su desestimación.  

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- La recurrente está legitimada para interponer el recurso, de 

conformidad con el artículo 48 de la LCSP, puesto que es la segunda mejor 
oferta según la clasificación de las ofertas realizada por la mesa de 
contratación y de estimarse su recurso podría ser la adjudicataria del contrato 
licitado. En cuanto a la representación con la que actúa, ha quedado 
debidamente acreditada.  

 
El recurso se ha interpuesto contra la adjudicación de un contrato mixto 

que incluye servicios, suministros y obras (artículos 18 y 34.2 de la LCSP) cuyo 
valor estimado asciende a 46.699.833,60 euros, siendo la prestación principal 
desde el punto de vista económico y la que determina el régimen jurídico de 
su adjudicación, conforme al artículo 18.1.a) de la LCSP, la prestación de 
servicios a la ciudadanía constituida por el servicio de la ORA, con un importe 
total estimado de 28.092.544 euros, superior a 100.000 euros y susceptible, 
por tanto, de recurso especial en materia de contratación, conforme al artículo 
44.1.a) y 2.c) de la LCSP. En este sentido, la cláusula 19ª del PCAP dispone 
expresamente que contra el acuerdo de adjudicación podrá interponerse 
recurso especial en materia de contratación en los términos de los artículos 44 
y siguientes de la LCSP. 

 
El recurso contra la adjudicación se ha presentado en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP. 
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3º.- En cuanto al fondo del asunto, la recurrente alega, en primer lugar, 
que la adjudicataria ha incumplido lo dispuesto en la cláusula 3.9.1 del PPT, 
relativa a “Medios de pago: expendedores”. Concretamente, sostiene que la 
adjudicataria no ha aportado la propuesta de ubicación de los expendedores 
exigida por el PPT a los efectos de verificar que la distancia máxima de 
cualquier plaza al parquímetro es de 100 metros.  

 
Al respecto, conviene recordar que el incumplimiento de las condiciones 

de la licitación, cuando no sea subsanable, puede conducir a la exclusión de 
las ofertas con fundamento en lo dispuesto en el artículo 139 de la LCSP, según 
el cual “Las proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y 
documentación que rigen la licitación, y su presentación supone la aceptación 
incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas 
o condiciones, sin salvedad o reserva alguna (…)”. 

 
En este caso, el apartado 3.9.1 del PPT, bajo el título “Medios de pago: 

expendedores”, dispone lo siguiente: “El adjudicatario aportará cuantos 
expendedores de tiques sean necesarios para la correcta prestación del 
servicio. Se dispondrán los mismos expendedores que en la actualidad más los 
necesarios para las nuevas calles reguladas respetando la condición de que la 
distancia máxima de cualquier plaza al parquímetro sea de 100 metros. Deberá 
aportarse propuesta de ubicación de los expendedores especificando el 
número de parquímetros a instalar. El concesionario podrá proponer 
excepcionalmente la supresión de algún parquímetro en su ubicación actual y 
el Ayuntamiento a su vez podrá aprobar o denegar la propuesta en relación 
con los criterios técnicos correspondientes (…). 

 
»El órgano de contratación en su informe al recurso expone que 

esta alegación “carece del más mínimo fundamento” por cuanto “La realidad 
es que la Memoria Técnica de EYSA en sus páginas 90 y 91 aporta, entre otros, 
plano y ubicación de expendedores y otros elementos de interés para el 
estacionamiento regulado, con la leyenda que se adjunta, tal y como podrá 
comprobar el Tribunal al que me dirijo, si tiene a bien consultar la oferta digital 
que se remite completa, que fue precisamente la empleada por los técnicos 
municipales para la evaluación técnica: (…) 

 
»Se trata de un plano de gran resolución, a todo color y mucho 

detalle, en el que si se amplía la imagen, se pueden ver los parquímetros o 
expendedores, como balizas de color azul (…) 
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»No es menos cierto que empleados de Dornier personados en 
dependencias municipales para la toma de vista del expediente, consultaron 
la oferta en papel y no en dispositivo electrónico – debido a que se trata de 
un documento declarado confidencial por “EYSA”, para evitar su reproducción 
en caso de ser visualizado en un soporte con conexión a Internet 1 - con 
impresión en blanco y negro, que el Servicio de Contratación puso a su 
disposición durante el acto de acceso al expediente; efectivamente con este 
formato, se puede perder resolución o calidad de imagen, pero incluso en la 
versión impresa, se aprecia la leyenda para la interpretación del plano, como 
aviso sobre la ubicación de los parquímetros (…)”. 

 
En el mismo sentido, la adjudicataria expone en sus alegaciones que “A 

las páginas 90 y 91 de la Memoria Técnica de EYSA, incluida dentro del Sobre 
nº 2, se incluye un plano a alta resolución de la zona de estacionamiento 
regulado donde se detalla, entre otros extremos, la ubicación de todos 
expendedores de tickets (parquímetros), lo que ha permitido a los técnicos 
municipales realizar las correspondientes comprobaciones y evaluaciones (…) 

 
»Además de lo anterior, la propuesta de reubicación de los 

expendedores se incluyó en las páginas 49 y 50 de la Memoria Técnica. 
 
»Habiéndose constado el error, entendemos meramente 

material, de la recurrente, es decir que sí consta la propuesta de ubicación 
exacta y por tanto el cumplimiento de los requisitos establecidos en la Cláusula 
3.9.1 del PPT, no concurre de forma evidente el motivo expuesto, que debe 
desestimarse íntegramente, por lo que no entramos en mayores disquisiciones 
en cuanto a los efectos que dicho inexistente incumplimiento pudiese 
conllevar”. 

 
Por consiguiente, comprobada la inexistencia del incumplimiento del 

PPT alegada por la recurrente, este primer motivo del recurso debe ser 
desestimado.  

 
4º.- En segundo lugar, la recurrente considera que se ha incurrido en 

arbitrariedad por el órgano de contratación en la valoración de las ofertas, 
concretamente de las memorias técnicas contenidas en el sobre n.º 2, 
conforme a los criterios de adjudicación que dependen de un juicio de valor.  

 
Esta falta de motivación y consiguiente arbitrariedad de la valoración 

de las ofertas técnicas la atribuye a la indefinición de los criterios de 
adjudicación subjetivos contenida en el PCAP, además de considerar que el 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

6 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

órgano de contratación no ha respondido a solicitudes de información sobre 
las condiciones de la licitación formuladas durante el procedimiento de 
contratación y que ello ha impedido a la recurrente una preparación adecuada 
de su oferta y en consecuencia, ha perjudicado su capacidad competitiva en 
la licitación.  

 
Teniendo en cuenta estas alegaciones, debe analizarse, en primer lugar, 

lo dispuesto en el PCAP en cuanto a los criterios de adjudicación que dependen 
de un juicio de valor, así como las consultas formuladas por la recurrente y no 
respondidas por el órgano de contratación, con el fin de determinar si la 
redacción del pliego es oscura o ambigua y ha impedido a la licitadora conocer 
con exactitud las condiciones de la licitación, evidenciándose como dice esa 
falta de definición en el momento de la evaluación de las ofertas.  

 
Este es, precisamente, uno de los supuestos en los que la jurisprudencia 

admite la impugnación indirecta de los pliegos rectores de la licitación. La 
sentencia del Tribunal Supremo de 24 de marzo de 2021 (Rec. 7644/2019), 
que se refiere a otra del mismo tribunal, Sentencia n.º 398/2021 (Rec. 
4883/2019), dictada en interés casacional, establece los límites de la 
impugnación indirecta del pliego de contratación. Según la referida sentencia, 
“La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de 
jurisprudencia es la que consta en el antecedente de hecho tercero de esta 
sentencia y puede concretarse aún más en estos términos: si consentidos los 
PCAP cabe atacarlos indirectamente al impugnarse el acto de adjudicación o 
bien sólo será eso posible si incurren en un motivo de nulidad de pleno derecho 
por infringir los principios de igualdad, publicidad y transparencia, pero no 
cuando la infracción sea de mera anulabilidad.” Y a la citada cuestión responde 
que “cabe excepcionalmente la impugnación indirecta de los pliegos rectores 
de la licitación, consentidos por no haberse impugnado directamente. Para 
ello, deben probarse o las circunstancias a las que se refiere la jurisprudencia 
del TJUE o que incurren en motivos de nulidad de pleno derecho, motivos que 
se aprecian de forma excepcional y restrictiva”.  

 
La citada sentencia motiva la conclusión alcanzada en los apartados 3 

y 4 del fundamento jurídico cuarto, en los siguientes términos:  
 

“3. Delimitado así lo relevante para esta casación cabe decir lo 
siguiente respecto de la posibilidad de impugnación indirecta:  

 
»1º Es jurisprudencia constante de esta Sala que los 

pliegos son la ley del contrato y una vez aceptados, al no impugnarse en plazo, 
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no pueden ser impugnados extemporáneamente: se tienen por firmes y 
consentidos, sin perjuicio de acudir al procedimiento de revisión de oficio, todo 
ello conforme al artículo 34 de la LCSP 2011, hoy artículo 41 de la LCSP 2017 
(cfr. la sentencia de esta Sala, Sección Quinta, de 4 noviembre 1997, apelación 
1298/1992). 

 
»2º Tal regla general se basa en obvias razones de 

seguridad jurídica, por lo demás comunes a la preclusión de todo plazo 
impugnatorio, tanto si se trata de recursos administrativos ordinarios o el 
especial como el jurisdiccional; además en el ámbito contractual hay que 
añadir las razones de buena fe que presiden la vida del contrato: no la habrá 
si se aceptan y no se impugnan los pliegos, y se reacciona sólo cuando su 
aplicación resulta adversa. 

 
»3º En consecuencia, de no impugnarse los pliegos 

quedan convalidados, salvo que se inste su declaración de nulidad de pleno 
Derecho por el cauce ordinario de la revisión de actos firmes; y aun así la 
jurisprudencia siempre ha declarado que esa posibilidad debe administrarse 
con prudencia, debe ser una posibilidad apreciada excepcional y 
restrictivamente (cfr. sentencia 1615/2018, de 14 de noviembre, de esta 
Sección, recurso de casación 4753/2017). 

 
»4º A esta jurisprudencia se añade la ya citada sentencia 

eVigilo, que matiza la regla general de inatacabilidad de los pliegos 
consentidos. Así en lo procedimental el plazo preclusivo para impugnarlos se 
inicia cuando el licitador ‘tuvo o debiera haber tenido conocimiento de la 
alegada infracción’, y en lo sustantivo esa infracción se concreta en qué pliegos 
le sean ‘incomprensibles o [carezcan] de claridad’. En otras palabras, es posible 
la impugnación indirecta cuando un ‘licitador razonablemente informado y 
normalmente diligente no pudo comprender las condiciones de la licitación 
[sino] hasta el momento en que el poder adjudicador, tras haber evaluado las 
ofertas, informó exhaustivamente sobre los motivos de su decisión’. 
Obviamente tales circunstancias deben estar probadas. 

 
»4. Aparte de las causas de impugnación indirecta deducibles de 

tal sentencia eVigilo, a estos efectos se plantea cuál es el alcance de las 
irregularidades que afectan a los principios de la contratación pública del 
artículo 18 de la Directiva 2014/24, si la causa de la ilicitud de los pliegos -la 
ausencia de criterios de valoración de las ofertas- debe integrarse en los 
motivos de nulidad del artículo 47.1 o si cabe su extensión a cualquier otra 
infracción conforme al artículo 48 de la Ley 39/2015. Esta Sala entiende que 
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debe integrarse con los motivos de nulidad de pleno Derecho por las siguientes 
razones: 

 
»1º Se trata de compaginar una excepción a la regla 

general de que los pliegos firmes y consentidos son inatacables por las razones 
expuestas en el anterior punto 3 de este Fundamento de Derecho. Por tanto, 
tal posibilidad de impugnación indirecta debe apreciarse restrictiva y 
excepcionalmente. 

 
»2º Ese criterio restrictivo no es novedoso y no deja de 

ser ilustrativo -como referencia-, la jurisprudencia de esta Sala para los casos 
en los que las bases de las convocatorias en el ámbito del Empleo Público 
devienen firmes y vinculantes: el dogma de su inatacabilidad se ha exceptuado 
sólo si incurren en una causa de nulidad de pleno Derecho por infracción de 
un derecho fundamental (cfr. la sentencia 1040/2019, de 10 de julio, de esta 
Sala y Sección, recurso de casación 5010/2017). 

 
»3º Esa referencia a los casos de nulidad de pleno 

Derecho se confirma con el criterio que inspira el artículo 50.1.b) párrafo 
cuarto de la LCSP 2017 que prevé lo siguiente: " Con carácter general no se 
admitirá el recurso contra los pliegos y documentos contractuales que hayan 
de regir una contratación si el recurrente, con carácter previo a su 
interposición, hubiera presentado oferta o solicitud de participación en la 
licitación correspondiente, sin perjuicio de lo previsto para los supuestos de 
nulidad de pleno derecho”. 

 
Examinando, en primer lugar, los criterios de adjudicación que 

dependen de un juicio de valor, su definición en el PCAP se contiene en la 
cláusula 13ª, apartado segundo. Estos criterios se ponderan con un máximo 
de 49 puntos y se desglosan en dos apartados: el “Servicio de Estacionamiento 
regulado (hasta 35 puntos)” y el “Servicio de retirada, inmovilización y 
depósito (hasta 14 puntos)”. A su vez, cada uno de estos criterios se desglosa 
en el PCAP.  

 
Por lo que respecta al criterio “Servicio de estacionamiento regulado”, 

el pliego detalla de forma extensa los dos aspectos a valorar y su ponderación 
máxima, distinguiendo: por una parte, las “Especificaciones generales de la 
plataforma tecnológica (hasta 14 puntos)”, detallando que se valorará el 
“Diseño, funcionalidades y capacidades de la plataforma (hasta 6 puntos)”, la 
“Compatibilidad con otras tecnologías y capacidad de integración con sistemas 
existentes: 6 puntos”, la “Capacidad de crecimiento de la tecnología: 1 punto” 
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y la “Capacidad de modificar y crear nuevas estructuras tarifarias: 1 punto”, 
describiendo, uno por uno, cada uno de estos criterios. Por otra parte, se 
valora la “Propuesta técnica de gestión del servicio (hasta 21 puntos)” y dentro 
de este apartado, se pondera el “Plan de gestión: 8 puntos”, las “Propuestas 
de mejora en la gestión (…):5 puntos”, la “Propuesta de regulación: 4 puntos” 
y finalmente, “Descripción de medios materiales y tecnológicos: máximo 4 
puntos”, describiendo en cada apartado los aspectos a valorar.  

 
En cuanto al criterio “Servicio de retirada, inmovilización y depósito”, el 

PCAP distingue dos aspectos a valorar: la “Propuesta técnica de nuevo 
depósito (hasta 7 puntos)” y la “Propuesta técnica de gestión del servicio 
(hasta 7 puntos)”. A su vez, cada uno de estos apartados se divide en 
subcriterios, con descripción de los aspectos a valorar.  

 
A la vista de esta regulación, no se advierte la vulneración del artículo 

145 de la LCSP, que regula los “Requisitos y clases de criterios de adjudicación 
del contrato”, ni una falta de definición de los criterios de adjudicación 
sometidos a un juicio de valor.   

 
La empresa recurrente fundamenta esta alegación, en realidad, en la 

indeterminación no ya de los criterios de adjudicación sino de los criterios para 
valorarlos y asignarles una puntuación dentro del máximo establecido en el 
PCAP: “mejora muy considerable” (100% de los puntos), “mejora significativa” 
(75% de los puntos), “mejora en grado medio” (50% de los puntos), “escasa 
mejora” (25% de los puntos) o “cumplimiento de los pliegos” (0% de los 
puntos).  

 
Pues bien, la descripción de cada uno de esos conceptos en el PCAP es 

bastante detallada. Así, es “mejora muy considerable” la “oferta que realice un 
estudio y desarrollo profundo que mejore muy considerablemente los aspectos 
contemplados en los pliegos. Cuando se realice un estudio muy completo y 
detallado del aspecto en cuestión y/o se refleje con fidelidad la realidad del 
mismo, y se propongan medidas de actuación adecuadas, ajustadas a la 
realidad, coherentes, justificadas, bien definidas y/o innovadoras (en caso que 
sean necesarias/aplicables), que mejoren muy considerablemente los aspectos 
contemplados en los pliegos”; y el “cumplimiento de pliegos” se calificará como 
tal “cuando no se mejoren ninguno de los aspectos a valorar sobre lo exigido 
en los pliegos que definen el objeto del contrato. Cuando el estudio sea 
calificable como tal por presentar alguna/s de las siguientes características: 
insuficiente información relevante, reducido grado de definición, genérico, 
reducida justificación, poco grado de detalle, inclusión de errores y/o 
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contradicciones, reducida adecuación, poca coherencia y/o limitada 
justificación del cumplimiento de lo recogido en los pliegos. Cuando se limite 
a un somero estudio de la prestación o elemento a valorar, sea teórico y/o 
poco cercano a la realidad”. 

 
Pero en todo caso no puede sostenerse, como afirma el recurrente, que 

los licitadores “no han podido prever qué tendrá en cuenta el órgano de 
contratación para saber si estamos ante una mejora significativa o ante una 
escasa mejora, siendo la descripción contenida en el PCAP claramente 
insuficiente” porque, en definitiva, en ello consiste la discrecionalidad técnica 
en la valoración de los criterios de adjudicación dependientes de un juicio de 
valor, a partir de unos criterios de adjudicación perfectamente definidos en el 
PCAP. La calificación de cada uno de estos aspectos valorables y su 
categorización en uno de las cinco categorías establecidas por el PCAP es 
claramente complementaria a los efectos de garantizar una mayor objetividad 
en la valoración y ni siquiera sería necesario su establecimiento.  

 
En definitiva, se trata de una regulación que favorece la objetividad de 

la valoración, contrariamente a lo alegado por la recurrente, al exigir al órgano 
de contratación un mayor esfuerzo de motivación al valorar cada apartado, 
concreción que incluso podría haberse realizado por el órgano de contratación, 
aunque el PCAP hubiera guardado silencio al respecto sin que ello suponga 
introducir nuevos criterios de adjudicación del contrato.  

 
Y en cuanto a las aclaraciones solicitadas por la empresa recurrente a 

través de la plataforma de contratación y no contestadas en plazo por el 
órgano de contratación, la recurrente sostiene que el órgano de contratación 
ha vulnerado el artículo 138 de la LCSP y que la falta de aclaración de las 
dudas planteadas ha producido un efecto directo en la preparación de su 
oferta, perjudicando su capacidad competitiva. Concretamente, sostiene que 
no ha podido conocer el IBI del depósito de vehículos ni si es posible o no la 
utilización de la radiofrecuencia de la policía, que tampoco se ha aclarado si la 
recaudación anual histórica de los últimos cinco años que figura en el estudio 
económico es con IVA o sin IVA y no se han explicado las discrepancias en el 
coste de explotación (puesto que figuran importes distintos en el estudio 
económico y en  página 46 del PCAP) ni en cuanto al plazo de liquidación de 
los cánones.  

 
Este motivo del recurso, sin embargo, es rebatido adecuadamente por 

el órgano de contratación, puesto que, tal como expone en el informe emitido, 
aparte de que en algunos casos la entidad de las preguntas es de escasa 
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relevancia para el resultado de un contrato cuyo valor estimado es de casi 47 
millones de euros, preguntas de contenido muy similar o incluso idéntico, 
formuladas el 28 de julio y el 12 de agosto, fueron respondidas por el órgano 
de contratación, aunque “no se sabe si al licitador o a otros interesados, pues 
la PLACSP registra nombres de usuarios o correos electrónicos, y no el CIF de 
la empresa que finalmente presenta la oferta”, exponiendo detalladamente en 
el informe las preguntas que se hicieron y las respuestas dadas, accesibles a 
todos los licitadores a través de la plataforma de contratación. En cuanto a la 
pregunta sobre el IBI del depósito de vehículos precisa que era de imposible 
respuesta al depender de la construcción de dicho depósito (incluida en el 
objeto contractual) y del valor que a lo construido asigne el catastro.  

 
5º.- Por último, debe examinarse si, como alega la recurrente, se ha 

producido arbitrariedad por falta de motivación suficiente en la valoración de 
las memorias técnicas de los licitadores realizada por el órgano de contratación 
conforme a los criterios de adjudicación dependientes de un juicio de valor.  

 
Para ello hay que partir, según una jurisprudencia reiterada, del 

principio de discrecionalidad técnica que corresponde al órgano de contratación 
al analizar y ponderar las ofertas técnicas, puesto que aquella valoración se 
basa en una especialización técnica y cualificación de las personas que emiten 
los correspondientes informes o estudios técnicos (artículos 150.1 y 157.5 de 
la LCSP), que únicamente son revisables en vía de recurso (administrativo o 
jurisdiccional) en casos excepcionales de infracción de normas de competencia 
o procedimiento, error material, falta de motivación o arbitrariedad de la 
valoración realizada.  

 
En este caso, la recurrente ha obtenido en la ponderación de los 

criterios de adjudicación dependientes de un juicio de valor 24,5 puntos (sobre 
un máximo de 49 puntos, como hemos visto), siendo este el umbral o 
puntuación mínima que exigía el PCAP para continuar en el procedimiento de 
adjudicación (véase cláusula 13ª). La adjudicataria obtuvo 41 puntos y el resto 
de las empresas, al no alcanzar el umbral mínimo de puntuación, fueron 
excluidas del procedimiento. Tras la apertura y valoración de las ofertas 
económicas, fase en la que Dornier obtuvo la mejor puntuación, las dos 
empresas competidoras, EYSA y Dornier, quedaron clasificadas en primer y 
segundo lugar, respectivamente, con una puntuación de 82,59 puntos la 
primera y 75,14 puntos la segunda. 

 
La mayor diferencia en cuanto a la valoración de las memorias técnicas 

se produce en relación con la valoración del criterio “Servicio de 
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estacionamiento regulado” que, como se ha indicado con anterioridad, 
comprende dos subcriterios relativos: el primero, a la plataforma tecnológica 
y el segundo, a la propuesta técnica de gestión del servicio. Así, en relación 
con la plataforma tecnológica, EYSA obtiene 14 puntos (que es la máxima 
puntuación de este apartado), frente a los 8,25 puntos asignados a Dornier. Y 
en el subcriterio de la gestión del servicio, EYSA obtiene 15,75 puntos (sobre 
un máximo de 21 puntos), frente a los 6,5 puntos de Dornier.  

 
La recurrente cuestiona la valoración otorgada por el informe técnico 

de valoración a la plataforma tecnológica ofertada y concretamente en los 
apartados de “Diseño, funcionalidades y capacidades de la plataforma” y su 
“Compatibilidad con otras tecnologías y capacidad de integración son sistemas 
existentes”, aspectos en los que EYSA obtiene la máxima puntuación en cada 
uno (12 puntos en total). La recurrente obtiene 3 puntos en el primer apartado 
y 1,5 puntos en el segundo. 

 
Pues bien, respecto del primer apartado argumenta que se ha valorado 

a EYSA la integración de la plataforma con la zona de bajas emisiones (ZBE) 
cuando no se exige esa integración en el apartado 3.11.3 del PPT e 
inversamente, parece haberse penalizado a la recurrente por no contemplar 
esa integración. Al respecto debe indicarse que, aunque la integración no se 
exige por el PPT, si dispone expresamente que “serán valorables cualesquiera 
integraciones adicionales a las exigidas”. Por otra parte, examinado el informe 
técnico de valoración de ofertas, se motiva ampliamente el porqué de esa 
mayor puntuación, que ratifica el informe técnico complementario emitido en 
relación con el recurso señalando que “la oferta de EYSA se articula en torno 
a la plataforma CityXplorer, una solución cloud nativa, modular y escalable, en 
explotación real, que integra los módulos de estacionamiento regulado (ORA), 
grúa, denuncias, zonas de bajas emisiones, control de tráfico y elementos de 
seguridad vial, gestionando más de 170.000 plazas reguladas, 5.000 
expendedores y alrededor de 100 millones de transacciones anuales en más 
de 150 ciudades. Dicha plataforma incorpora, además, una pasarela de pagos 
(…) 

 
»La oferta de Dornier, apoyada en la plataforma EOS y en la 

aplicación Telpark, no desarrolla con un nivel equivalente de precisión y detalle 
las funcionalidades específicas exigidas ni las capacidades avanzadas de 
integración y de pago, omitiendo la admisión de pagos por Bizum y el uso de 
códigos QR en las denuncias, y condicionando el control de las zonas de carga 
y descarga exclusivamente a la utilización de una aplicación móvil, sin permitir 
la obtención de tickets en parquímetro por usuarios no registrados (…)”. 
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En relación con la compatibilidad de la plataforma ofertada con otras 
tecnologías, la recurrente se centra en la compatibilidad con la plataforma 
Tormes + existente en el Ayuntamiento de Salamanca. Afirma que el informe 
técnico se limita a afirmar que Dornier tiene poco conocimiento de esta 
plataforma, sin motivarlo, cuando dedica la página 8 de su memoria a justificar 
esa integración; y en cambio, EYSA recibe la máxima puntuación cuando en 
las páginas 33 y 36 de su memoria se limita a afirmar la integración con 
Tormes +, pero sin realizar ninguna explicación al efecto.  

 
Examinando el informe técnico de valoración de ofertas, se advierte 

nuevamente la amplitud de la motivación contenida en el mismo para otorgar 
la máxima puntuación a EYSA en este apartado, sin limitarse a Tormes +, 
indicando que ofrece una “arquitectura abierta con microservicios, APIs REST 
JSON/XML, soporte para OAuth2, SAML2, OpenID; integrado con apps de pago 
líderes (ElParking, Mowiz), sensores IoT y estándares Smart City (FIWARE 
NGSI-LD, DATEX II). Integración con sistemas municipales (Tormes, App 
Movilidad Salamanca, SIT Sanciona Grupo GTT), DGT, Hacienda, ERP, Policía 
Local; uso de buses de servicios API Gateway, colas de mensajes y SFTP para 
integración por lotes y en tiempo real. Sobresale en compatibilidad tecnológica 
y capacidad de integración con sistemas existentes, garantizando una 
interoperabilidad ágil, segura y preparada para las necesidades actuales y 
futuras del Ayuntamiento”. En cambio, en el caso de Dornier, el mismo informe 
indica que “Ofrece una propuesta con capacidades probadas, aunque con un 
menor detalle técnico expuesto en integración. Poco conocimiento de la 
plataforma Tormes+ y de gestión de denuncias de Salamanca, así como de las 
restricciones de la ZBE (…)” y en el informe técnico complementario emitido 
al recurso ratifica ese poco conocimiento de Tormes + al afirmar que “en su 
memoria técnica DORNIER se limita a calificar TORMES+ como `el cerebro 
digital de la ciudad´, sin describir de manera concreta: 

 
»• Los flujos de datos a intercambiar.  

 
»• Los mecanismos de interoperabilidad.  

 

»• Los servicios concretos a integrar ni el detalle técnico 
de dicha integración.  

 
»Por el contrario, EYSA acredita en su oferta integraciones 

efectivas ya operativas con:  
 

»• La plataforma Smart City TORMES+ (…)”. 
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El órgano de contratación se pronuncia expresamente sobre esta 
cuestión en su informe, señalando que “La realidad es que la oferta técnica de 
`EYSA´ además de en las páginas referidas por `Dornier´, también alude a 
`Tormes+´ en las páginas 4, 34, 85 y 103, que vincula a la aplicación o 
plataforma `CityXplorer/CX´ (…)”. 

 
El informe técnico de valoración realizó además una conclusión final 

valorativa en relación con la plataforma tecnológica, comparando las distintas 
ofertas, en la que indicó lo siguiente: “La oferta de EYSA se posiciona como la 
mejor en relación con el pliego, aportando tecnología avanzada, un plan 
integral de calidad y de seguimiento, además de flexibilidad tarifaria, la UTE 
AUSSA-JICA cumple con un buen nivel técnico y operativo y una buena 
compatibilidad. SETEX es menos compatible, pero cuenta con un mejor diseño. 
En las peores posiciones se sitúan VALORIZA-INDIGO y DORNIER, 
especialmente por el escaso nivel de detalle referido en la compatibilidad con 
otras tecnologías y capacidad de integración con los sistemas existentes”. 

 
En cuanto a la “propuesta técnica de gestión del servicio”, también en 

relación con el criterio del “Servicio de estacionamiento regulado”, la 
recurrente cuestiona la valoración otorgada a EYSA en las “propuestas de 
mejora” y el “plan de gestión”.  

 
En el primer apartado, “propuestas de mejora”, el informe técnico de 

valoración ha otorgado a la adjudicataria una puntuación de 3,75 puntos 
(sobre el máximo de 5 puntos), mientras que la recurrente obtiene 2,5 puntos.  
La recurrente lo cuestiona porque considera que se ha valorado indebidamente 
a EYSA que su oferta se extiende el control del estacionamiento a otros fines 
no ligados estrictamente con la gestión de plazas reguladas (doble fila, zonas 
escolares…), cuando el PPT en el apartado 3.10 ya exige esa actuación, que 
tiene carácter de mínimo y no de mejora. Curiosamente, se observa que en la 
valoración de la oferta de la recurrente también se tiene este mismo aspecto 
que considera indebidamente valorado, puesto que según el informe de 
valoración Dornier oferta “la posibilidad de controlar otras infracciones en las 
áreas reguladas, así como los permisos de ocupación y terrazas (…)”.  En todo 
caso, el informe técnico complementario precisa que “La memoria de EYSA no 
se limita a reiterar las obligaciones mínimas, sino que las despliega en 
soluciones concretas, avanzadas e integradas (p. ej. boletines con QR y pago 
anticipado, cuadros de mando configurables, mantenimiento soportado en 
herramientas GMAO y monitorización en tiempo real, etc.), lo que 
legítimamente ha sido apreciado como mejora sobre lo exigido”. También 
añade que EYSA propone mejoras concretas y de elevado valor añadido (que 
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enumera el informe) y además, aporta un estudio exhaustivo de la zona 
regulada y de las áreas de ampliación hasta la segunda corona.  

 
Finalmente, en relación con el “plan de gestión”, el informe técnico de 

valoración ha puntuado la memoria de la adjudicataria con 6 puntos (sobre un 
máximo de 8 puntos), otorgando 0 puntos al resto de las memorias técnicas, 
incluida la de la recurrente, que sostiene que sí ha ofertado en su memoria 
numerosas mejoras adicionales que el informe de valoración ha decidido no 
tener en cuenta. En particular, en cuanto al dimensionamiento del personal 
sostiene que “ofertamos 18 rutas, lo que suponían 22 controladores” pero 
considera que, dado su estudio económico, con partida adicional para cubrir 
vacaciones y turnos y un 3% de absentismo, el cálculo de personas efectivas 
es de 30, que no es muy inferior al 31,95 ofertado por EYSA.  

 
Examinando el informe técnico de valoración, este califica la oferta de 

la recurrente como “muy mala” considerando que plantea una gestión “con el 
mismo número de controladores existentes en la actualidad, a pesar del 
incremento de plazas, con el apoyo de únicamente dos vehículos equipados 
con lectura de matrículas, y, teniendo en cuenta que el servicio ha de prestarse 
durante 50 horas semanales, no se acredita suficientemente, como plantean 
cubrir las 18 rutas propuestas con esa plantilla y medios tecnológicos 
asociados, que en este último caso, no parecen (o al menos no se describen 
como tal) de la suficiente entidad y/o cantidad como para cubrir el servicio, 
combinados con los medios humanos propuestos”. Por lo tanto, se plantea 
incluso la duda de que la oferta sea técnicamente viable para cubrir las 
exigencias del servicio contenidas en el PPT. En cambio, respecto de EYSA 
indica que “plantean una inspección por controladores a pie, reforzados con 3 
turismos y 8 motocicletas equipados con cámaras (…) El número de 
controladores de forma simultánea en todos los turnos será de 22, para lo que 
contratarán a 31,95 personas en cómputo anual al 100% de su jornada” y se 
califica como “buena” por cuanto “el estudio y propuesta es detallado, y se 
proponen algunas medidas de actuación, precisas y/o innovadoras, que 
mejoran de forma significativa los aspectos contemplados en los pliegos, pero 
sin alcanzar el nivel máximo de mejora muy considerable”. 

 
Las alegaciones de la recurrente contenidas en su recurso no rebaten 

adecuadamente estas observaciones del informe técnico, limitándose a realizar 
un “cálculo de personas efectivas” a partir de un estudio económico, sin 
referencia alguna a la a como plantean cubrir las 18 rutas con la plantilla y los 
medios tecnológicos asociados que proponen.  
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Debe indicarse, además, que el informe técnico complementario 
refuerza la motivación ofrecida en el informe técnico de valoración de ofertas, 
indicando lo siguiente: “En el subcriterio ‘Plan de gestión´, el informe técnico 
valora de forma determinante la adecuación del dimensionamiento de recursos 
humanos y medios materiales a las exigencias del PPT (frecuencias de control, 
ratio máxima de plazas por controlador, etc.).  

 
»La oferta de EYSA:  
 

»• Define 22 rutas a pie, combinadas con 3 turismos 

equipados con cámaras OCR y 8 motocicletas de apoyo.  
 
»• Garantiza el control de cada plaza en un intervalo 

máximo de 40 minutos y el respeto del límite de 150 plazas por controlador.  
 
»• Oferta un total de 31,95 efectivos (FTE) con 22 

controladores simultáneos por turno, acompañados de mandos, personal de 
oficina y otros perfiles necesarios.  

 
»La oferta de Dornier:  
 

»• Dimensiona 24 controladores, manteniendo en esencia 

el número actual pese al incremento de plazas reguladas.  
 

»• Prevé únicamente 2 vehículos dotados de lectores de 

matrícula.  
 
»• No detalla un mecanismo operativo concreto que 

asegure el cumplimiento de la frecuencia de control exigida. 
 

»• No define un sistema claro de sustituciones por bajas 

superiores a siete días, limitándose a remitir genéricamente a la “política de 
empresa”.  

 
»La diferente calidad y suficiencia de ambos planes de gestión, 

tanto en la vertiente organizativa como en la de dimensionamiento, explica 
que la propuesta de EYSA reciba una puntuación elevada, mientras que la de 
DORNIER se califique como mero cumplimiento de pliegos, sin mejoras 
significativas, conforme a los criterios del PCAP”. 
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Así pues, la valoración técnica de este criterio de adjudicación se ha 
realizado de forma homogénea respecto de todos los licitadores con base en los 
criterios definidos en el PPT, dando un peso fundamental al dimensionamiento 
de los recursos humanos y materiales para cubrir las exigencias del PPT, sin 
que se advierta error material o arbitrariedad en esta valoración. Resulta 
significativo que la recurrente no cuestiona la valoración de EYSA sino que no 
se le haya otorgado ninguna puntuación en este apartado. Y aunque el informe 
técnico hubiera otorgado a la recurrente la misma valoración que a EYSA en 
este apartado, lo cual no parece posible, tampoco habría sido adjudicataria del 
contrato al exceder de siete puntos la diferencia de puntuación global entre 
ambas licitadoras.  

 
A la vista de todo ello, este Tribunal considera que procede la 

desestimación de este motivo del recurso puesto que no queda acreditado 
error o arbitrariedad en la valoración de las memorias técnicas, que se ha 
realizado de forma transparente en base a criterios técnicos y conforme a los 
criterios de adjudicación definidos en el PCAP.  

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

n.º 52/2026, interpuesto por Dornier, S.A. contra la resolución de 6 de febrero 
de 2026 del pleno del Ayuntamiento de Salamanca, por la que se adjudica el 
contrato del “Servicio de control, vigilancia y gestión de la movilidad y 
estacionamiento de vehículos de la ciudad de Salamanca” (expediente 
699/2024). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra 
esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición 
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de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde 
el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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